Carátula 


(Ocupa la Presidencia ad hoc el Senador Martínez.) 
SEÑOR PRESIDENTE. Está abierto el acto. 
(Es la hora 16 y 9 minutos.) 


-En nombre de la Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios del Senado 
damos la bienvenida a la delegación del Sindicato Unico de Correos Privados. 


Como ustedes saben, hoy comenzamos a tratar el articulado del proyecto de ley y con 
mucho gusto escucharemos su opinión al respecto . 


SEÑOR FUENTES.- Mi nombre es Ismael Fuentes y soy Presidente de la FUECYS e integrante del 
Secretariado Ejecutivo de la central de trabajadores. 


Para nosotros es muy importante que haya una regulación en lo que refiere a los correos 
privados. ¿Por qué? Fundamentalmente porque los trabajadores sufrimos mucho la ausencia de 
regulación. Este hecho genera informalidad y trae como consecuencia que un conjunto de trabajadores 
presten el servicio en negro. A su vez, desde el punto de vista de los trabajadores, lleva a la ausencia 
de beneficios tales como el derecho a la jubilación o el acceso a DISSE, entre otros. En cuanto al 
mercado, genera diferencias salariales y de competencia entre las empresas, lo que muchas veces 
termina repercutiendo en los trabajadores formales en lo que refiere a la fuente de trabajo. Por lo 
tanto, quiero subrayar que para nosotros es muy importante que nuestra actividad se regule. Hace 
mucho tiempo que estamos golpeando puertas en distintos lugares para lograrlo. Es más, días atrás, 
junto con compañeros del correo -inclusive, con el Secretariado del PIT-CNT y la Secretaría de la 
Presidencia- tratamos de dar impulso a este tema en función de que esto es algo que necesitamos, 
no para hoy, sino para ayer. Nos parece importante remarcar esta situación y agradecemos a los 
señores Senadores por habernos recibido, porque creemos que estas cosas hacen mucho al 
funcionamiento del país. Más adelante mis compañeros hablarán del tema específico, no obstante lo 
cual, como integrante del PIT-CNT y Presidente de la FUECYS, queremos manifestar nuestro agrado 
por el hecho de que este proyecto de ley pueda ser aprobado y regule este mercado. 


SEÑOR BUSTAMANTE.- Integro la Dirección del Sindicato Único de Correos Privados y voy a tratar de 
ser breve, porque suscribo prácticamente todo lo que ha manifestado el señor Fuentes. 


Debido a la preocupación que tenemos nos gustaría hacer algunas puntualizaciones. 
Estamos un poco molestos, no por el contenido de la ley, sino por la forma en que se elaboró: no se 
nos tuvo en cuenta. Según los datos de la URSEC, el 52% de la actividad postal es privada y para 
nosotros eso no es menor. Golpeamos puertas pero no se abrieron o no se nos dio la debida 
importancia. Dada la trascendencia del tema, entonces, queremos hacer un breve relato. 


A partir del 2005, cuando se formaron los Consejos de Salarios, comenzamos a hincar el 
diente a este tema, que es muy profundo. Con los Consejos de Salarios tratamos de regular el 
mercado, particularmente en un sector de actividad en el que un porcentaje enorme de la parte 
patronal camina por un sendero que está en el límite entre lo formal y lo informal. Mantuvimos 
reuniones en la Ursec, en la Inspección de Trabajo y en la Dinatra infinidad de veces. En esos ámbitos 
hicimos unos cuantos aportes y hoy por hoy nos congratula ver que están reflejados en el proyecto de 
ley. Por supuesto que aquí no venimos a reclamar derechos de autor -eso es un tema de AGADU:-, 
pero sí nos sentimos con la autoridad moral como para pedir que esta iniciativa sea aprobada. Si es 
así, tanto el Correo Uruguayo como los privados podremos competir -esto lo venimos diciendo desde 
2005- de una forma más sana, leal, legal y que sirva para todos los trabajadores de este rubro. 


Agradecemos entonces que nos reciban y nos escuchen. 


SEÑOR CAÑETE.- Soy integrante del Sindicato Único de Trabajadores de Correos Privados y Afines y 
dirigente nacional de FUECYS. 


Hemos tomado contacto con el texto del proyecto de ley desde que ingresó a esta Comisión, 
lo cual agradecemos porque antes no estábamos enterados ni pudimos participar en su consideración. 
Recién en el día de ayer nos reunimos con alguien que participó de su redacción, le hicimos preguntas 
y también cuestionamientos sobre algunas partes que pensamos deberían cambiarse, sobre lo cual 
tomó nota. 


Básicamente, estamos cien por ciento de acuerdo con los aspectos generales de la iniciativa. 
El primer objetivo refiere a una parte del Correo Uruguayo que genera cierto déficit y las reglas de 
juego establecidas en el proyecto de ley hacen que se formalice el sector privado que, como ustedes 
saben, está socavado cada vez más por la informalidad. Para poner un ejemplo concreto, puedo 
mencionar que hay un sindicato de base nuestro que está un 25% por encima del laudo y que este año 
tuvo que acordar una rebaja salarial para mantener un cliente que si no se iba a una empresa informal. 
O sea, acá hay una doble responsabilidad: la de las empresas que venden servicios y la de las 
empresas que los compran. En realidad, muchas de las que compran son los grandes clientes, como 
bancos y financieras, que muchas veces sacan rédito de la informalidad. Por ejemplo, en lo que tiene 
que ver con los bancos y la comisión de bancarización, la tarjeta para los cajeros automáticos sirve 
para la formalidad de ellos, pero cuando expiden el estado de cuenta lo reparten a través de una 
empresa claramente informal, debido a los precios que cotiza. Incluso, se hacen cotizaciones por 
Internet a la baja y hasta se termina haciendo un remate que ni siquiera cubre los costos, situación de 
la cual todo el mundo se da cuenta. 


Algunos párrafos de este proyecto de ley abordan la parte de la responsabilidad de los 
usuarios. En este punto hemos solicitado un cambio al redactor del proyecto en el sentido de cambiar 
la palabra “subsidiaria” por “solidaria”, pues los usuarios que contratan este tipo de servicio deben ser 
solidarios en virtud de que son responsables directos de la situación del mercado. En realidad, por 
ahorrar en un mes US$ 5.000 o US$ 10.000 se genera todo un estado de informalidad. El colmo son 
las AFAP, empresas que manejan fondos previsionales, pero que contratan servicios que no hacen los 
aportes previsionales correspondientes. O sea, hay circunstancias muy contradictorias. Por tanto, esta 
ley -y cómo se articule en la realidad- podrá resolver los problemas de financiamiento del Correo 
Uruguayo -ese es el primer objetivo- y la informalidad del sector. Se necesita que se inspeccione que 
las declaraciones juradas que realizan las empresas de los aportes por la tasa postal sean reales y no 
ficticias, como sucede hoy. Se necesita, también, una inspección de calle que determine en qué 
condiciones está el trabajador y si figura en la plantilla de trabajo de esa empresa. Estas son las 
condiciones básicas e indispensables para que en la realidad se aplique la ley; de lo contrario, 
continuamos en la situación actual: la empresa hace que paga y el trabajador cobra lo que 
supuestamente debe cobrar sin que exista forma alguna de entrecruzar información. 


Podemos decir que nos encontramos en condiciones de cambiar esta situación en beneficio 
de los trabajadores, pues aunque es obvio que habrá trabajadores que tendrán que realizar aportes 
previsionales como corresponde y que se puede perder algún puesto de trabajo informal, se ganarán 
puestos de trabajo consolidados y formales. 


Queda bien claro que el Correo Uruguayo es necesario e imprescindible porque llega a todas 
partes. Pero hay un sector privado sobre el que los trabajadores elaboramos un escrito, que fue 
enviado a la Comisión, porque pretendemos defender nuestros puestos de trabajo y consolidarlos. La 
idea es que exista una parte pública y otra privada bien reglamentadas, y que tanto los trabajadores 
públicos como los privados tengan las condiciones de trabajo y de legalidad que corresponden al 
tiempo histórico en que vivimos. 


Es cuanto quería expresar. 


SEÑORA DALMÁS.- Quería preguntar a los invitados si han elaborado y nos pueden sugerir alguna 
propuesta de modificación al texto del proyecto de ley. 


SEÑOR CAÑETE.- Nos gustaría hacer referencia a algunos aspectos que consideramos importantes. 


El primero de ellos tiene que ver con las definiciones. Nosotros establecimos que la 
correspondencia postal se define por su peso; es decir, definimos el concepto de qué es postal. A modo 
de ejemplo, hay objetos que están por encima de los 20 kilos que claramente entran en la categoría de 


postal, mientras otros, que están por debajo de ese peso, no lo son. Entonces, cuando se toma en 
cuenta este concepto según el peso, puede ocurrir que dejemos una caja de archivo de 30 kilos fuera 
de lo postal. Actualmente, muchas empresas de correo hacen servicio de cadetería, incluso, de 
farmacias, porque un medicamento, al estar dentro del peso establecido, podría ser considerado un 
envío postal. Es decir que el hecho de definir lo postal simplemente por el peso hace que algunos 
objetos que no debieran ser carga estén incluidos, tal como lo están otros que son considerados un 
envío postal por estar por encima de los 20 kilos. 


Otro de los aspectos al que queremos hacer referencia tiene que ver con el artículo 7 relativo 
a la responsabilidad subsidiaria. En virtud de lo dispuesto por este artículo con respecto a “Los 
Usuarios que de mala fe contraten servicios postales”, realizamos una consulta porque no entendíamos 
cómo se calibraba la “mala fe”. Se nos explicó que era para aquellas empresas que tienen pocos 
envíos y que se encuentran bajo ciertas circunstancias. Concretamente el artículo dice: “Los Usuarios 
que de mala fe contraten servicios postales a operadores no registrados, que incumplan las 
disposiciones de la presente Ley o actúen de manera informal, serán subsidiariamente responsables”, 
y continúa. A nuestro juicio debería decir que “serán solidariamente responsables”. A modo de ejemplo, 
hace una hora me encontré con un trabajador que hace un año y medio está tratando de cobrar lo que 
le quedó debiendo una empresa que cerró; incluso está tratando de cobrarle a quienes contrataban ese 
servicio. Si se aceptara esta propuesta, creo que antes de llegar a un juicio laboral las empresas se 
cuidarían bien al contratar el servicio, porque serían responsables, a todas luces, de la realidad del 
mercado. En los hechos es tan responsable el que vende el servicio como quien lo contrata. 


Voy a ser reiterativo, pero también hicimos hincapié -y nos explicaron que eso depende de la 
articulación- en la inspección no solo en la empresa, para certificar que las declaraciones juradas sean 
las reales, sino también en la calle. Esto existía cuando el Correo Uruguayo era juez y parte, antes de 
que se creara la Ursec. En ese entonces se encontraba al cartero y se controlaba que estuviera 
identificado y vestido como corresponde, lo que muchas veces no ocurre hoy en día. Yo, por ejemplo, a 
diferencia de mis compañeros, no soy cartero y no puedo mandar a un familiar a trabajar por mí, pero 
en la calle muchas veces se terceriza, no por la empresa, sino por la misma persona que desempeña 
el cargo. Y esta medida se podría aplicar no solamente para los trabajadores de los operadores 
privados, sino para las personas jurídicas como las empresas estatales. De esta manera, el que ocupa 
el cargo es quien debe desempeñar la tarea; de lo contrario, seguiremos siendo rehenes de la 
circunstancia de que en la calle pasa cualquier cosa. Si un trabajador manda a un familiar y lo 
encuentran, será sancionado el Ente o el operador privado postal; después el trabajador será 
sancionado por la empresa. Pero, evidentemente, estas situaciones se tendrían que cortar. Además, 
esto debería aplicarse no solamente en Montevideo sino también en el interior, donde la informalidad 
es más grande porque, como resultado de la familiaridad y del micromundo que es una localidad del 
interior, estas circunstancias son aún peores. 


SEÑOR BUSTAMENTE.- También hicimos hincapié en la facultad inspectiva. Nosotros le planteamos 
al ingeniero de Cola, con quien estuvimos conversando en el día de ayer, que a nuestro modesto 
entender quizás la DGl -ya que en una parte del proyecto se habla de que va a estar todo 
interrelacionado-, como tiene un cuerpo inspectivo preparado, podría ser más útil que la propia Ursec. 
En todos estos años, por diferentes motivos, la Ursec no ha constituido un cuerpo inspectivo, de 
manera que tendría que prepararlo y no sé si le otorgarían esas facultades. 


SEÑOR CAÑETE..- Por último, una duda que planteamos en el día de ayer está vinculada al punto que 
hace posible que un proveedor utilice a otra empresa para los envíos. Concretamente, ese artículo dice 
que si no se ponen de acuerdo los operadores, la Ursec interviene y fija el precio. Lo que se nos aclaró 
fue que ese artículo también se aplica al Correo Uruguayo, porque como la norma estaba incluida en 
un artículo que habla de los operadores privados, no quedaba claro. De manera que si alguien quiere 
enviar por el correo nacional y no hay acuerdo, la Ursec laudará. 


SEÑOR FUENTES.- Nosotros le planteamos a la Secretaría de la Presidencia en su momento que en 
el control de la aplicación de la ley podrían generarse algunas dificultades, dada la situación que tiene 
la Inspección General del Trabajo y teniendo en cuenta que muchas veces es difícil en la calle 
visualizar quién está ejecutando una tarea de correo privado, porque nadie anda con un cartel. Se 
debería encontrar alguna forma que nos permitiera controlar esta situación. Si vamos a los lugares de 
trabajo, lo más probable es que no nos encontremos con nadie, porque este es un sector que 


claramente trabaja en la calle. Nos parece importante plantear este tema para tomar las precauciones 
del caso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Conversaron sobre estos puntos con el Director Nacional de 
Telecomunicaciones? ¿Hubo algún acuerdo? Insisto, con respecto al cuerpo inspectivo, a la 
responsabilidad solidaria y a la subsidiaria y en cuanto a los 20 kilos, ¿hablaron con el señor Sergio de 
Cola, Director Nacional de Telecomunicaciones? 


SEÑOR BUSTAMENTE.- Con algunas cosas estuvo de acuerdo. Con respecto a otros temas dijo que 
iba a asesorarse porque no era solo él, sino que había técnicos que lo asesoraban. 


En cuanto a la palabra “solidario” manifestó que lo tendría que hablar con un abogado. En 
ese sentido le remarcamos que como nosotros no somos profesionales, quien nos asesoró fue el 
abogado de la Federación, porque de esta forma se está salteando un paso importante en relación con 
la posibilidad de hacerle un juicio a un proveedor. Hemos tenido problemas en lo que hace a la 
aplicación de la Ley de Tercerizaciones. En cambio, de esta manera se allana el camino y el juicio se 
hace bastante más rápido. Pero según lo que se dice acá, “A” contrata a “B”, le hacemos el juicio a *B” 
y si este no paga tenemos que ir a “A”, mientras que de esta forma, inmediatamente -según explicaba 
el doctor- se cita a “A” y a “*B” y uno de ellos tendrá que pagar los créditos sociales del trabajador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece los aportes brindados. 


(Se retira de Sala la Delegación del Sindicato Único de Correos Privados.) 


(Ingresan a Sala el Director Nacional de Telecomunicaciones y Servicios de Conexión 
Audiovisual del Ministerio de Industria, Energía y Minería, ingeniero Sergio de Cola y asesores.) 


-La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios da la bienvenida a la 
delegación que ha sido invitada para considerar el proyecto de ley sobre Actividades Postales. 


Quiero señalar que acabamos de recibir a una delegación del Sindicato Único de 
Trabajadores de Correos Privados y Afines y podemos adelantar que la iniciativa cuenta con un gran 
respaldo. 


SEÑORA DALMÁS.- Consulto si la idea es considerar el proyecto de ley artículo por artículo para 
votarlo porque, de ser así, quiero hacer notar que hay un solo partido representado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La idea es comenzar con el estudio de la iniciativa. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, podemos hacer un cuarto intermedio de cinco 
minutos a efectos de averiguar cuánto van a demorar los señores Senadores Bordaberry y Abreu. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 37 minutos.) 
(Vueltos a Sala.) 

-Continúa la sesión. 

(Es la hora 16 y 44 minutos.) 


-Me informa el secretario que el señor Senador Abreu demora unos minutos en llegar. Por 
tanto, creo que podemos empezar a tratar el proyecto. 


No sé cuál es el mejor procedimiento a seguir. Tal vez lo más conveniente sea que los 
señores invitados hagan una breve exposición sobre cada artículo. Creo que podemos pasar por alto el 
primer artículo, por su carácter obvio, y comenzar con el tratamiento de los principios generales. No sé 
si quieren remarcar algo o dar un pantallazo general y, mientras tanto, nosotros vamos haciendo las 
preguntas que entendamos del caso. En realidad, las únicas dudas que se me generaron tienen que 
ver con lo relativo a lo solidario y subsidiario, así como en lo que respecta al peso. 


En lo personal, recibí alguna información de Gustavo Gómez y no tengo ninguna objeción. De 
todas maneras, seguramente no podremos terminar el análisis del proyecto en el día de hoy, por lo que 
los miembros de la Comisión que no vengan tendrán la posibilidad de leer la versión taquigráfica y 
plantear sus dudas en la próxima sesión. 


SEÑOR CLAVIJO.- Este proyecto tiene una característica especial, porque están todos los 
involucrados de acuerdo. Cuando nos convocaron para recibir a los sindicatos de los correos privados, 
creí que iban a levantar una voz discordante con el proyecto de ley, pero no fue así. 


En definitiva, señor Presidente, propongo que el análisis sea por capítulos y no artículo por 
artículo. Si surge alguna duda con respecto a alguna disposición específica, la estudiaremos, pero creo 
que este mecanismo apunta a agilizar el tratamiento de esta iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal, no tengo objeciones al respecto; por lo pronto, el Capítulo | 
consta solamente de dos artículos, por lo que su análisis sería bastante sencillo. 


SEÑOR JUBÍN.- Me voy a extender un segundo en la consideración del artículo 1%, porque creo que 
establece la base del proyecto de ley. 


Allí se determina que el Estado tiene obligaciones y cometidos, entre los que se encuentra el 
servicio público que puede prestar por sí mismo o por concesionarios. Cabe señalar que entre esos 
servicios públicos se encuentra el postal y, en este sentido, el Estado tendrá la obligación de brindar el 
servicio postal universal en concurrencia y el resto en competencia. De ahí, entonces, que en el 
artículo 2, relativo a los principios generales, se encuentra la obligación del Estado “de prestar el 
Servicio Postal Universal”. Quiere decir que el Estado debe asegurar la prestación de ese servicio y 
garantizar los derechos de los usuarios, promoviendo la competencia de acuerdo a la Ley N* 18.159, 
que allí se menciona. 


El ámbito de aplicación surge del texto de la iniciativa, también en este Capítulo 1. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que el señor Senador Abreu no había presentado objeciones 
respecto a este Capítulo. Cuando se hizo el tratamiento general de la iniciativa, el señor Senador Abreu 
planteó una serie de inquietudes y pienso que si abordamos alguno de esos puntos, podríamos 
desglosarlo y analizarlo después. 


SEÑOR BORDABERRY.- Antes que nada, quiero pedir disculpas por llegar tarde; es la primera vez 
que eso sucede pero a la hora 16 estaba prevista una actividad aquí, en el Palacio. En el mismo 
sentido, quiero disculpar al señor Senador Abreu porque él debía ser el orador. 


No recuerdo que se hayan planteado objeciones de fondo al proyecto de ley, pero si se 
presentan, podemos desglosar los artículos correspondientes para analizarlos posteriormente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Procederemos de esa manera. 


A continuación, analizaremos el Capítulo I| “Definiciones”. Creo recordar que a este respecto 
hubo objeciones y se realizaron algunos planteos por parte de los integrantes del sindicato de 
trabajadores postales privados, y me gustaría que se comentaran. 


SEÑOR JUBÍN.- En el Capítulo ll, genéricamente se habla de las definiciones y se adoptan los 
conceptos de UPU, con lo cual automáticamente se actualizan sus convenios y las disposiciones de 


esta ley. 


Sin embargo, sin perjuicio de esto, se dictan definiciones complementarias. Entre ellas -y con 
relación al tema cargas- distinguimos carga de encomienda postal, más allá de que las encomiendas 
postales pueden ser nacionales o internacionales. Para ello, tratamos de utilizar un criterio residual, 
definiendo carga como todo aquello que no es encomienda. Dicho de otra forma, definimos 
encomienda y, en consecuencia, precisamos que carga es todo lo que no es encomienda. 


Con respecto a la lectura de la versión taquigráfica de la comparecencia anterior, las 
disposiciones internacionales facultan a que las administraciones postales puedan prestar el servicio 
de encomiendas hasta cincuenta kilos con determinadas condiciones, embalajes, peso y contenido, 
entre otros elementos. Sin perjuicio de eso, nuestro país, nuestra administración postal, se adhiere al 
criterio de encomiendas postales internas de hasta veinte kilos. 


Por lo tanto, si tenemos que distinguir encomienda postal interna de lo que es carga, decimos 
que encomienda postal interna es aquella que pesa hasta veinte kilos, siempre y cuando respete los 
demás requisitos de contenido, peso, embalaje y condiciones de prestación; se considerará carga todo 
aquello que no cumpla esos requisitos. Además, a esto hay que hacerle una aclaración: para que sea 
considerado encomienda es indispensable que tenga un remitente y un destinatario. En consecuencia, 
hablamos de “carga” cuando no haya remitente ni destinatario. Por ejemplo, si un repartidor lleva 
productos a granel que no tengan identificados remitente ni destinatario, podrá aducir que es carga; 
pero si ese repartidor tiene los productos en paquetes, con un remitente y un destinatario, se 
transforma en un envío postal. Si pesa más de dos kilos pero menos de veinte kilos, se trata de una 
encomienda postal, repito, sin perjuicio de que nuestra administración postal pueda llegar a extender el 
peso de las encomiendas hasta cincuenta kilos, pero manteniendo las demás condiciones. 


El resto del Capítulo refiere a la denominación de los distintos actores que van a estar 
regidos por esta ley. Por último, establece la “Licencia” y el “Registro General de Prestadores de 
Servicios Postales”. Allí finaliza el Capítulo 11. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les solicitamos, entonces, que realicen un breve desarrollo del Capítulo 111. 


SEÑOR JUBÍN.- El Capítulo lIl del proyecto de ley refiere a los derechos y obligaciones de los usuarios 
de los servicios postales. Aquí se recogen derechos y obligaciones de orden constitucional, legal y 
reglamentario; se hace un compendio de todos esos derechos y obligaciones que, por supuesto, no 
excluyen los de orden constitucional. El literal A refiere al “Secreto de las comunicaciones postales”, el 
B ala “Inviolabilidad de los envíos postales”. 


Voy a proceder a leer los títulos de los literales, y si hay alguna duda la aclaramos. *C. 
Derecho a la prestación a un SPU de calidad”, “D. Derecho de información sobre los servicios 
postales”, “E. Derecho de reclamación”, “F. Derecho de denuncia”, “G. Derecho a percibir 
indemnización”, “H. Derecho a la propiedad de los envíos postales”, *l. Derecho a la identificación del 
Prestador de Servicios Postales interviniente”, “J. Derecho a la prueba de depósito y entrega de los 
envíos certificados”, “K. Derecho de reexpedición y rechazo de los envíos postales”, “L. Derecho a la 
protección de los envíos no entregados”, “M. Derechos a la información y presentación de 
reclamaciones, denuncias y escritos de las personas con discapacidad”. 


A modo de separata, en este Capítulo establecemos el artículo 7”, “Responsabilidad 
subsidiaria”, y el artículo 8%, “Obligaciones”, que quizás merezcan un trato diferente del resto de los 
derechos. 


SEÑOR BORDABERRY.- Con respecto al artículo 7”, relativo a la responsabilidad subsidiaria -no voy a 
hacer mención a cómo se ejerce, porque si es subsidiaria y no solidaria, obviamente que hay que 
agotar la vía frente al primero-, me gustaría que se me aclarara el concepto de “usuario de mala fe”. 
Quisiera saber si alcanza con contratarlos teniendo conocimiento de que no están registrados. 
Estamos estableciéndole a una cantidad de ciudadanos que contratan a alguien en el mercado una 
solidaridad en las infracciones, lo que a mi juicio es realmente problemático. Insisto, quiero saber 


cómo se prueba la mala fe. Si hay alguien que está ofreciendo servicios públicamente y el Estado no 
lo controla, este también tiene cierta responsabilidad. Me gustaría que se me aclare este concepto. 


SEÑOR LEZCANO.- Las infracciones que se quieren disuadir con esta disposición son aquellas que 
son más que comprobables por parte del usuario. La ley nos presenta un par de escenarios. El 
primero es cuando el prestador de servicios postales incumple las obligaciones como agente de 
retención. En ese caso, como el usuario debe presentar factura que acredite haber pagado la tasa, no 
es necesaria la utilización de los conceptos de mala fe o de responsabilidad subsidiaria. Pero si el 
prestador de servicios postales incumple otras obligaciones -tales como las que tiene ante la DGI, el 
Banco de Previsión Social, la obligación de estar inscripto en el Registro, etcétera-, sería necesario 
probar que el usuario obró en contra de esos incumplimientos para poder imputarle mala fe. Según 
tengo entendido, la prueba de la mala fe la debe procurar el juez interviniente en caso de que se abra 
una acción o denuncie un tercero. Si en esas circunstancias la responsabilidad fuera solidaria, para 
iniciar acciones contra el usuario no se requeriría el argumento de la mala fe. Por ese motivo fue que, 
en defensa del usuario que actúa de buena fe, entendimos que era preferible la responsabilidad 
subsidiara. 


En cuanto a la comprobación de la mala fe, creo que existe un procedimiento jurídico para 
probarlo. Si el señor Presidente me lo permite, me gustaría que para referirse a este punto hiciera uso 
de la palabra el doctor Jubín, 


SEÑOR JUBÍN.- En el mismo sentido de lo que señaló el ingeniero Lezcano, quiero señalar que este 
proyecto de ley intenta defender al usuario que, en una casuística, va a un operador postal y no sabe si 
ha cumplido con sus obligaciones tributarias, fiscales o laborales, porque más allá de que pueda estar 
la planilla de trabajo a la vista del público, no lo está el certificado único. En ese sentido entendemos 
que ese usuario que contrata un operador postal tiene buena fe. Teniendo en cuenta esa casuística, 
¿en qué casos podemos entender que existe mala fe? A nivel histórico, por ejemplo, tuvimos 
prestadores de servicios que cobraban menos de la tasa de franqueo; es decir que cobraban por 
debajo del franqueo que obligatoriamente debían poner en el envío. El caso de un usuario que sabe 
que el franqueo es de $ 12 y contrata por $ 8 o $ 10, podría ser una prueba de que es un usuario de 
mala fe, porque ese franqueo mínimo que debería haber no se está cumpliendo por parte del operador. 
Insisto en que la prueba de la mala fe es casuística; estoy de acuerdo con la duda que puede tener el 
señor Senador Bordaberry. Pero entendemos que podríamos llegar a contemplar esa casuística en 
defensa de los derechos del usuario. Principalmente, pensamos que esto será una manera de 
formalizar el mercado, porque el usuario, cuidándose de esa eventual responsabilidad subsidiaria, 
exigirá al operador privado o público el cumplimiento de obligaciones. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Quiero comentar que un alto porcentaje del tráfico de envíos postales -cerca de 
un 80%- está originado en empresas. La idea es que, justamente, esas empresas, que tienen mayor 
conocimiento e información que el usuario persona, se vean desestimuladas de llevar a cabo las 
prácticas que se realizan hoy en día en cuanto a contratar operadores no autorizados para evadir, entre 
otras cosas, desde el punto de vista tributario, la tasa. De esta manera se evitaría el informalismo al 
que hacía referencia el doctor Jubín. 


SEÑOR BORDABERRY.- Dada la lealtad con la que trabajamos siempre en la Comisión, quiero ser 
bien claro. Yo no acompaño este tipo de tesis en cuanto a pasar a los privados tareas que son del 
Estado. Así empezamos, y ya terminamos con que los escribanos deben interrogar a los que van a 
hacer una operación inmobiliaria, preguntándoles si son narcotraficantes. La propia ineficiencia e 
incapacidad del Estado traslada a los particulares costos que son del Estado. En definitiva, si no se 
está facturando, la DGI tiene la capacidad de sancionar, y si se factura y no se está registrado, las 
entidades tienen los elementos suficientes como para controlar. Creo que seguir cargando funciones 
del Estado al particular no es lo adecuado. Digo esto con todo respeto, pues se trata de distintas 
posiciones con respecto al tema. 


En cuanto al texto, pienso que sí es mejor que se diga “subsidiario” y no “solidario”, pues 
parece muy difícil que luego de que se agotó la acción, en subsidio se vaya contra el otro. Realmente, 
parece de difícil implementación. El argumento de que esto es para proteger al usuario no es tan 
válido, pues en realidad es para proteger el sistema y el control del Estado. 


Esto que planteo tiene que ver con una definición filosófica y no de discusión del artículo. 
Más adelante, cuando analicemos el articulado, haré saber mi posición. Me interesaba conocer lo que 
entienden los invitados por “mala fe”, pues parece quedar librado a la casuística y ser de difícil prueba. 
Puede ser que el hecho de que se esté cobrando menos de lo que es el franqueo habitual sea una 
muestra de que sabía y que actuaba de mala fe. Ahora bien, creo que el artículo 2” del Código Civil 
dice que la ignorancia no sirve de excusa a la ley, pero yo no sabía que la ignorancia del costo del 
franqueo no sirve de excusa; eso es la primera vez que lo escucho. La ignorancia no sirve de excusa 
cuando se trata de la ley, pero aquí estamos estableciendo que la ignorancia del precio del franqueo es 
interpretada como mala fe, lo cual no nos parece correcto. 


SEÑORA DOLINKAS.- Quiero comentar que comparto la preocupación que han planteado mis 
compañeros anteriormente. Se ha dado el caso de licitaciones, incluso públicas, para reparto de 
correspondencia a las que se presentan empresas que no tienen permiso. En la normativa actual el 
permiso es un requisito indispensable para poder prestar servicios postales, a pesar de lo cual a veces 
resultan electas personas que no cumplen esos requisitos, pero si no hay una denuncia no nos 
enteramos de ello. Pensamos que con estas acciones estamos contribuyendo de alguna manera a 
establecer un mercado con reglas más claras y a que, sobre todo, se deban cumplir este tipo de 
requisitos elementales como el de que un prestador de servicios postales, si no tiene permiso para 
operar, no pueda ser contratado. Actualmente, muchas veces esos servicios informales son 
contratados hasta por organismos del Estado. Eso nos ha preocupado y pensamos que debíamos 
buscar alguna medida para salvaguardar esta situación, inspirándonos de esta manera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de comenzar a considerar el Capítulo IV, me gustaría realizar una 
pregunta. 


Hace unos instantes el sector privado planteó que su asesor legal les decía que convenía 
utilizar la palabra “solidaria” y no “subsidiaria”. Concretamente, planteaban que en el caso de una 
tercerización, si la primera empresa declaraba que no era responsable, se tenía que seguir 
investigando en cadena, mientras que al establecer que es solidario, se puede convocar a las dos 
empresas conjuntamente. 


SEÑORA DALMÁS.- Más que nada aplicado desde el punto de vista de los créditos laborales. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría que hicieran algún comentario al respecto. 


SEÑOR JUBÍN.- Actualmente, existe una variación en la normativa de los créditos laborales, porque en 
principio la responsabilidad era solidaria y luego se convirtió en subsidiaria. 


En este caso concreto, lo consideramos más que nada desde el punto de vista del usuario y 
no tanto del de los créditos laborales o del prestador de los servicios postales. Mantenemos -voy a 
tomar algunas palabras del señor Senador Bordaberry- la creencia de que en defensa de los derechos 
del usuario es menos grave que sea subsidiaria a que sea solidaria. ¿Por qué digo esto? Porque en la 
casuística y, sobre todo, en la composición de los correos, ya se trate de una persona o de una 
empresa, entendemos que es más difícil que haya una reclamación subsidiaria contra doña María que 
envió una cartita a que haya una reclamación subsidiaria contra determinada empresa que contrató 
equis prestador de servicios. Lamentablemente, en el Derecho, cuando hay dos abogados, pueden 
existir tres opiniones. Es un tema muy opinable. El equipo técnico tomó una de las alternativas que, a 
nuestro juicio, es la que más le conviene al contexto general de la ley y al sector en particular. 


SEÑOR DE COLA.- Justamente, el equipo estuvo trabajando sobre el planteo realizado por el 
Sindicato de Funcionarios Postales Privados en el sentido de cambiar la palabra “subsidiaria” por 
“solidaria” que, obviamente, cambia el concepto. Concretamente, ellos estaban preocupados porque 
este artículo fuera aún más disuasivo de lo que es en estas condiciones. En caso de ser solidario, por 
la mecánica que se dispara, aparece antes la condición en la cual el usuario de alguna forma queda 
vinculado al operador cuando se comete una falta por parte de este. De todas maneras, analizamos 
este punto y decidimos mantener como propuesta la palabra “subsidiaria” en el entendido de que logra 
un equilibrio razonable entre lo que busca el artículo, que es la disuasión de la promoción del mercado 
informal, especialmente por parte de grandes consumidores -normalmente, son empresas- que tienen 
la capacidad de fijarse si el operador está registrado a nivel de la Ursec para poder operar, y no 


habilitar otro tipo de situaciones o casuística donde quedan más expuestos los usuarios individuos que 
tienen menos protección al respecto. 


SEÑOR BORDABERRY.- Creo que a la redacción del artículo le falta el sujeto. Hemingway decía que 
la forma de escribir es utilizando sujeto, verbo y predicado. A mi juicio, por lo que viene diciendo el 
artículo 7, se debe querer referir a los usuarios. Sin embargo, el artículo 6” tiene una forma de 
redacción que me llamó la atención porque se refiere al derecho de los usuarios, pero luego se 
establecen las obligaciones de los prestadores que parece ser que son para cumplir con los derechos 
de los usuarios. Estuve tentado de reescribir todo el artículo 6% desde la órbita de los derechos de los 
usuarios, que es como creo que se tendría que haber redactado, pero me parece que por lo menos el 
artículo 8 debería decir: “Los usuarios y los prestadores de servicios deberán poner, a disposición de 
los funcionarios designados al efecto por la URSEC, toda la información o documentación que les fuera 
requerida acerca de la contratación de servicios postales”. Creo que las comas después de “poner” y 
de “URSEC” deberían suprimirse. No sé si estoy interpretando lo que ustedes están proponiendo. 


SEÑOR JUBÍN.- Considero que es atendible la interpretación que hace el señor Senador Bordaberry. 
Las obligaciones en este caso están referidas al capítulo de usuarios y, en ese marco, quizás sea más 
conveniente incluir el sujeto. Con respecto a la puntuación, no hacemos ningún problema. 


En definitiva, lo que busca este artículo es que el usuario tenga el derecho -y a su vez el 
prestador de servicios postales tenga la obligación- de solicitar al prestador la constancia de que está 
al día con el pago de sus obligaciones, con el certificado, con la planilla, BPS, Banco de Seguros, 
etcétera, para evitar caer en aquella casuística de buena o mala fe y que el usuario pueda quedar 
desprotegido. 


SEÑORA DOLINKAS.- Nosotros también encontramos que es pertinente lo que apuntaba el señor 
Senador Bordaberry, pero me queda alguna duda leyendo el texto porque, evidentemente, por la 
redacción del artículo es claro que se refiere a los usuarios, en la medida en que habla de 
documentación que les fuera requerida acerca de la contratación de servicios postales. Ahora bien, en 
el equipo técnico pensamos esto también para los prestadores postales, por lo cual tal vez habría que 
hacer una pequeña corrección de todo el artículo. 


Si el artículo hiciera referencia a los usuarios, debería decir: “Los usuarios deberán poner a 
disposición de los funcionarios designados al efecto por la URSEC toda la información o 
documentación que les fuera requerida acerca de la contratación de servicios postales”. Sin embargo, 
los prestadores postales también tienen la obligación de poner a disposición de la Ursec toda la 
información o documentación que les sea requerida; lo que ocurre es que hay un capítulo especial para 
prestadores. En todo caso, estamos de acuerdo en que deberían incluirse tanto los usuarios como los 
prestadores de servicios. 


SEÑOR DE COLA.- Este capítulo estaba, en principio, dedicado a los derechos y obligaciones de los 
usuarios. En este sentido, esto estaría vinculado, de alguna forma, al artículo 7“, y la idea sería que los 
usuarios, a solicitud de la Ursec, deben facilitar la información sobre la contratación de los servicios 
postales a operadores, justamente para verificar que esos operadores hayan entregado la factura, que 
hayan dado cumplimiento al pago de las tasas y que estén inscriptos correctamente en los registros. 
Hay una disposición similar para los prestadores, que es el literal D del artículo 40, que habla de la 
obligación de brindar información en general. 


SEÑOR BORDABERRY.- También figura el literal B del artículo 28 para los prestadores. 
SEÑOR DE COLA.- Por ello sugiero tomar la observación y poner: “los usuarios”. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar a considerar el Capítulo IV. 


SEÑOR JUBÍN.- El Capítulo IV se refiere al Servicio Postal Universal y se basa en que el Estado tiene 
la obligación de llegar con dicho servicio a todos los habitantes, en todos los rincones del país, 
apuntando al concepto de precios asequibles y condiciones de calidad. 


Lo que hacemos con respecto a los envíos es detallar y armonizar nuestra legislación interna 
con la legislación internacional. En ese sentido se detallan los envíos que hoy en día se prestan como 
Servicio Postal Universal, pero se deja abierta la posibilidad de que eso pueda ser modificado. Si más 
adelante el Estado resuelve llegar a todos los habitantes, en todos los rincones del país, con un 
servicio de giros postales, podría accederse a eso. Hoy por hoy, el proyecto de ley establece que este 
es el servicio mínimo que debe prestar el Estado, como obligación, a través de la Administración 
Nacional de Correos. También se fijan las condiciones, y aquí me permito sugerir analizar artículo por 
artículo porque algunos pueden despertar alguna duda o ameritar una aclaración. 


El artículo 9* refiere al concepto del Servicio Postal Universal, incluyendo los envíos, y el 10 
alude a las condiciones de prestación. 


SEÑOR BORDABERRY.- El artículo 9* refiere al título pero me parece que debiera comenzar diciendo: 
“El Servicio Postal Universal (SPU) es el servicio que el Estado garantiza a sus habitantes”. Además, lo 
que me llama la atención es que en una norma legal se transcriba otra correspondiente a otra ley. No 
es lo que habitualmente realizamos en esta Casa; es la primera vez que lo veo en una norma. Quizá 
alcanza con la remisión a la Ley N* 18.278 de 16 de mayo de 2008 y quitar la expresión: “que se 
transcribe”, que estaría de más. 


Esto en cuanto al artículo 9% y anuncio que respecto del 10 tengo otras apreciaciones que 
realizar. 


SEÑOR JUBÍN.- ¿Si no ponemos la transcripción se debe entender que de ser aprobado este proyecto 
de ley estaría derogando la anterior disposición? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, no es así. 


SEÑOR JUBÍN.- Explico el motivo de mi inquietud. Esta ley requeriría una mayoría de dos tercios. La 
ley que internalizó las Actas de la UPU fue por mayoría simple. No sé si eso legislativamente afecta a 
que pueda realizarse o no una transcripción. 


SEÑOR BORDABERRY.- Si nosotros votamos esta ley por dos tercios y se remite a una anterior, creo 
que queda claramente saneada la preocupación. No es que estemos dándole validez a la otra ley, sino 
que nos estamos remitiendo a ella. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas formas hay algunas dudas respecto de que se necesiten dos tercios. 
Se hizo una consulta al área de estudios legislativos y se nos comunicó que ningún artículo proyectado 
requiere mayoría calificada. 


SEÑOR JUBÍN.- Me permito discrepar dado que el artículo de modificación de la Carta Orgánica de 
Correos, así como algunas disposiciones que hablan sobre la Ursec y el servicio postal en general 
fueron genéricamente aprobadas en Leyes de Presupuesto o de Rendición de Cuentas, las cuales 
tienen una mayoría de dos tercios. 


SEÑOR BORDABERRY.- Disculpe, pero no es así. Las Leyes de Presupuesto y de Rendición de 
Cuentas no requieren dos tercios de votos. Lo que sí puede suceder es que, de acuerdo a la 
Constitución, haya determinadas situaciones contenidas en ellas que requieran dos tercios de voto; en 
todo caso, habría que identificar cuáles son esas normas. Lo que sí creo que requiere una mayoría 
especial de dos tercios de votos es la creación de monopolios, pero no los de los entes públicos -que 
de acuerdo a la Constitución, requieren mayoría simple-, sino los de los privados, tema sobre el que 
seguramente pronto vamos a tener que discutir con el señor Director. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a considerar el artículo 10. 


SEÑOR JUBÍN.- El artículo 10 establece que la Administración Nacional de Correos es el único 
organismo responsable de cumplir la obligación del Estado. 


SEÑOR BORDABERRY.- Con respecto a este artículo tengo algunos comentarios para hacer. 


El primer párrafo expresa que el Estado se obliga a la prestación del Servicio Postal 
Universal en el territorio nacional en condiciones y niveles de calidad definidos en la política pública 
dictada por el Poder Ejecutivo. Creo que la última parte del párrafo, que dice “definidos en la política 
pública dictada por el Poder Ejecutivo” debe haber sido tomada de alguna norma internacional o similar 
y se trató de acompasar a nuestra realidad, porque lo que normalmente hacemos cuando redactamos 
leyes aquí es remitirnos a la reglamentación dictada por el Poder Ejecutivo, lo que en general se hace 
a través de un decreto. Entonces, mi propuesta es que se modifique la redacción para que luego del 
vocablo “niveles” diga “establecidos en la reglamentación a ser dictada por el Poder Ejecutivo”. 


De aceptarse esta propuesta creo que se hace innecesario el último inciso porque otorga al 
Poder Ejecutivo una función que ya tendría a través de la reglamentación. 


En definitiva, sugiero que el primer párrafo exprese: “El Estado se obliga a la prestación del 
SPU en el territorio nacional en las condiciones y niveles que establezca la reglamentación a ser 
dictada por el Poder Ejecutivo”. 


SEÑORA DALMÁS..- El texto dice “niveles de calidad”. 


SEÑOR BORDABERRY.- Los dos párrafos siguientes quedarían con la misma redacción, porque es 
donde la ley le establece al Poder Ejecutivo los principios que debe seguir la reglamentación, y se 
eliminaría el último porque otorga una potestad que ya tendría al dictarse esta. Creo que de esta forma 
ganaríamos en claridad. 


(Apoyados.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 11. 


SEÑOR JUBÍN.- Por esta norma se establece que la Administración Nacional de Correos es el único 
organismo competente para cumplir con la obligación del Estado relativa al Servicio Postal Universal. 


Luego, el artículo 12 establece las obligaciones del operador designado que son, entre otras, 
prestar el servicio sin discriminación alguna y no interrumpirlo ni suspenderlo. 


Me quiero detener en el literal D, porque establece una diferenciación. El Servicio Postal 
Universal debe llevar una contabilidad analítica separada de los demás servicios que preste el 
operador designado, de forma tal que sus costos se puedan conocer en forma fehaciente y diáfana. 
Con ello pretendemos evitar que tanto el operador designado como los operadores privados -aspecto 
que vamos a ver después- puedan hacer un subsidio cruzado, esto es, usar partidas que se le dan 
para un determinado rubro en otra prestación de servicio. Específicamente, nos referimos a que el 
operador designado tendrá que hacer un análisis de costos, un plan de cuentas -que va a ser auditado 
por la Ursec- y, a su vez, deberá tener una contabilidad separada para evitar que cualquier otro aporte 
del Estado para la prestación de los servicios postales pueda desdibujarse de seguir al Servicio Postal 
Universal, o viceversa: que del Servicio Postal Universal se pueda retirar cualquier tipo de partida para 
la prestación de otro servicio. 


Me detengo en este rubro porque podría haber aclaraciones o alguna duda al respecto. 


SEÑOR BORDABERRY.- Voy a hacer una consulta porque quiero imaginar bien el sistema y saber si 
entendí bien ya que no soy un especialista en el tema. Nos dicen que el operador designado es el 
único competente para cumplir el Servicio Postal Universal, que se define como aquel servicio de 
calidad que el Estado asegurará a sus habitantes en todo el territorio nacional, en forma permanente y 
a precios asequibles. El mismo comprende la admisión, el procesamiento, el transporte, la distribución 
y entrega de envíos o productos postales básicos considerados por las Actas de la UPU vigentes. Acto 
seguido se establecen cuáles son las obligaciones. 


Lo que no me queda claro es cuál es el campo de acción del operador designado respecto 
del campo de actuación de prestadores de servicios que podríamos denominar privados. Lo vengo 
leyendo y quizá sea un problema de comprensión de mi parte, sumado a la falta de conocimiento 
especializado que tengo en el tema, y por eso pregunto: ¿el operador designado es el único que va a 
poder prestar determinados servicios? ¿Cuáles son los servicios con los que va a tener una suerte de 
monopolio en su prestación? ¿Cuáles son los servicios que van a poder brindar los otros prestadores 
que están previstos en la ley? Les pediría que los definieran porque no termino de comprender eso. 


SEÑOR GARÍN.- El Servicio Postal Universal no es el conjunto de las piezas. Por ejemplo, una carta 
enviada por el operador designado está comprendida dentro del Servicio Postal Universal, porque este 
es una clase de servicio, más condiciones de prestación, de accesibilidad y también determinadas 
obligaciones. Esa misma pieza postal enviada por un operador privado no es el Servicio Postal 
Universal; es el mismo objeto postal, pero el Servicio Postal Universal no es solo el objeto, sino que es 
el objeto con un conjunto de condiciones y prestaciones que hacen, precisamente, al Servicio Postal 
Universal. No sé si aclaro o no su duda con ese concepto. 


SEÑOR LEZCANO.- Ampliando la aclaración del señor Garín, quiero decir que el Servicio Postal 
Universal no es solamente el tráfico de un conjunto de piezas, sino también el compromiso de 
traficarlas en determinadas condiciones, particularmente las condiciones de cobertura que establezca 
el Poder Ejecutivo en la reglamentación. En estas circunstancias, un prestador privado que trafique una 
pieza pero no asuma el compromiso de brindar, por ejemplo, las condiciones de cobertura a las cuales 
está obligada la Administración Nacional de Correos, no está brindando el servicio postal en tanto no 
está ofreciendo esas condiciones que hacen al propio servicio, lo cual implica algo más que el mero 
tráfico de las piezas. El servicio abarca el tráfico de las piezas y las condiciones en las que se realiza; 
quien preste ese servicio pero no asuma la obligación de hacerlo, por ejemplo, en determinadas 
condiciones de cobertura geográfica -que es uno de los elementos que hacen la diferencia entre la 
Administración Nacional de Correos y los demás prestadores de servicios postales-, no se está 
haciendo cargo de la responsabilidad de brindar el Servicio Postal Universal sino que solamente está 
participando, concurriendo en cuanto a esa prestación con la mencionada Administración. 


La Administración Nacional de Correos es el único organismo del Estado competente y 
designado para cumplir la obligación postal que asume con los habitantes. Precisamente, el Estado 
asume una obligación con los habitantes que no solamente se mide en términos de cuáles piezas 
tienen derecho a traficar, sino también, por ejemplo, con qué alcance geográfico. Como se podrá 
constatar en los documentos complementarios, se incluyen algunos elementos que determinan con 
cuántos habitantes como mínimo debe contar una localidad para tener el derecho de admisión y 
distribución de correspondencia. Estos aspectos representan obligaciones que en nuestro mercado no 
asumen los privados, que generalmente participan en los ámbitos geográficos donde es probable que 
exista determinada rentabilidad. 


El Correo Uruguayo, como organismo obligado a prestar el Servicio Postal Universal, no 
solamente debe estar presente en los ámbitos que le reporten alguna rentabilidad sino también donde 
el Estado decida brindar este servicio por consideraciones de desarrollo social y económico. 


Consideramos que este aspecto hace la diferencia para que la Administración Nacional de 
Correos sea un prestador del Servicio Postal Universal y los demás operadores sean concurrentes en 
esa prestación, pero no obligados a ella. 


SEÑOR BORDABERRY.- Si entendí bien, todos pueden prestar el servicio, pero es el Correo el que 
tiene la obligación de hacerlo con determinada calidad y de llegar a las zonas más alejadas, por 
ejemplo, a Pueblo Yacaré, en Artigas. Por ende, estamos estableciendo determinado destino de 
recursos porque, obviamente, quien se obliga a prestar un servicio que muchas veces puede no ser 
redituable es el Correo, y debe ser resarcido por ello; este sería el concepto manejado. En realidad, se 
le asigna esta obligación porque después se le destinarán los recursos correspondientes y por eso es 
que, a su vez, se le exige que presente contabilidades separadas; si no entendí mal, ese es el espíritu 
de la iniciativa. 


SEÑOR JUBÍN.- Con respecto a los artículos 13 -relativo al costo total de las obligaciones de 
prestación del SPU- y 14 se plantea que el operador designado remitirá la información requerida a la 


Ursec y esta, previo informe preceptivo de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y del Ministerio de 
Economía y Finanzas, determinará la carga financiera que le corresponda a la Administración Nacional 
de Correos por cumplir con esa obligación. 


Corresponde analizar ahora el artículo 15, que consideramos es el meollo del asunto y que 
tiene que ver con el Fondo de Financiamiento del SPU, y luego el artículo 16, relativo a la Tasa de 
Financiamiento. 


En cuanto al Fondo de Financiamiento hay un aspecto por el que propugno y es que no se 
trata de un subsidio sino de un pago de la obligación del Estado por el servicio que va a prestar la 
Administración Nacional de Correos. Por lo tanto, en cuanto al SPU no deberíamos hablar de subsidio 
y sí de aporte presupuestal. Precisamente, uno de ellos, el planteado en el literal C, habla del aporte 
del Estado para cubrir la diferencia que pueda existir entre los ingresos del operador designado del 
SPU y la Tasa de Financiamiento. Si tanto los ingresos como la tasa cubren el costo, este aporte 
presupuestal será cero, mientras que en la medida en que no sea cubierto por los ingresos del 
Operador ni por la tasa, el aporte presupuestal deberá incluirse para cubrir el costo de la obligación que 
presta la Administración Nacional de Correos. 


Si los señores Senadores no desean formular ninguna pregunta, pasaríamos al artículo 16, 
relativo a la Tasa de Financiamiento del SPU. Este artículo establece que la tasa la pagarán todos los 
usuarios de los servicios postales -cuando decimos “todos los usuarios” nos referimos a personas 
físicas o jurídicas, es decir, cualquier persona que utilice los servicios postales-, y las personas 
jurídicas habilitadas. En las sesiones anteriores aclaramos este concepto. 


Los usuarios van a pagar el 10% del precio, excluido el Impuesto al Valor Agregado. Se 
exceptúan de ese 10% los envíos del SPU. Por lo tanto, va a ser sobre el resto de los envíos que los 
usuarios van a pagar el 10%. Ese porcentaje va a ser retenido por el operador y luego volcado a la 
Ursec. 


Las personas jurídicas habilitadas tienen un trato diferente. A estas se les da una cantidad fija 
de $ 3,36 por carta y de $ 15 por paquete, reajustable cada 1* de julio de acuerdo con el Índice de 
Precios del Consumo. 


Se faculta al Poder Ejecutivo -previos informes- a modificar porcentajes y montos sin superar 
los allí establecidos. También se establece que la Ursec podrá deducir hasta el 10% de lo recaudado 
por la tasa por concepto de administración de recaudación del fondo. Con esto se eleva a nivel legal 
una potestad que hasta ahora tiene la Ursec, pero solamente a nivel reglamentario. 


SEÑOR BORDABERRY.- Recomiendo a la Ursec y a la ANC que se revea la redacción del artículo 16 
al establecer una tasa, porque creo que corremos el riesgo de incurrir en una inconstitucionalidad. 


Los tributos se dividen en impuestos, tasas y contribuciones especiales. La tasa es aquella 
que mantiene una relación con el servicio que se presta y guarda una razonable contraprestación y 
equivalencia con él. En este sentido, creo que en el artículo 16 no se está estableciendo una tasa 
porque, obviamente, no hay una contraprestación para los usuarios. Además, en el artículo 15 se fija el 
objeto; este no consiste en financiar un servicio sino en compensar una carga financiera. Entonces, 
creo que este artículo, como está redactado, sería pasible de una acción de inconstitucionalidad por 
parte de los prestadores privados. Por ello sugiero que, en lugar de nombrarlo “tasa”, se lo denomine 
“impuesto”; de esa forma no estaríamos llamando “tasa” a un impuesto. A su vez, estarían vedando la 
posibilidad de que alguien les reclame la contraprestación que ustedes estarían dando a los 
prestadores; en realidad, la contraprestación que ustedes están dando es cumplir un servicio postal 
universal que asumió el Estado y debe cumplir por sí, y que no es una contraprestación directa hacia el 
usuario del servicio. 


Hay una sentencia de la Suprema Corte de Justicia de hace muchos años contra la 
Intendencia de Salto -no la recuerdo de memoria- que maneja esos conceptos. Pongo esto en su 
conocimiento porque creo que en el día de mañana puede evitarse la impugnación de que se ha 


creado una tasa sin contraprestación cuando, a mi juicio, lo que se crea en este caso -y pueden 
hacerlo- es un impuesto directamente. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SEÑOR JUBÍN.- Tomamos la recomendación y vamos a estudiarla y analizarla. 


En este caso no se nos había planteado el tema. Inicialmente sí nos planteamos el tema de 
tasa y precio público con respecto a la licencia, pero no con relación a este caso en particular. 
Personalmente, sin haber estudiado en profundidad el tema, estoy de acuerdo que esa tasa es como 
contraprestación de un servicio. En este caso entendemos que el servicio es el Servicio Postal 
Universal, el servicio público que presta el Estado como obligación, y que la tasa se aplica al usuario. 
Es decir que el sujeto obligado de la tasa es el usuario. O sea que lo que le estamos dando al usuario 
es la prestación de ese servicio. Ahora, me asalta una duda: si es una obligación que el Estado debe 
cumplir por sí mismo, no debería ser una tasa. Desde ya aclaro que lo voy a estudiar. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Analizando el texto, la tasa justamente está gravando a los usuarios que no 
usan el SPU. El texto dice que la tasa va a gravar a todos los usuarios, excepto los del SPU. En 
realidad, creo que no puede haber contraprestación, por tanto, el señor Senador Bordaberry tiene 
razón porque, reitero, la tasa grava a los usuarios que no usan el SPU, o sea que no hay 
contraprestación. Me inclino a pensar que esto se debe analizar por el lado del impuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, del análisis surge una propuesta de cambio. 


SEÑOR BORDABERRY.- Tratándose de un impuesto, requiere la iniciativa privativa del Poder 
Ejecutivo; por lo tanto, sería necesario que nos remitiera en forma urgente un artículo sustitutivo, 
porque si lo creamos nosotros estaremos incurriendo en otra inconstitucionalidad más. Creo que si 
hacemos eso, las personas jurídicas habilitadas estarían muy contentas porque, a la larga, no pagarían 
los $ 3,36. 


SEÑOR JUBÍN.- Pasaríamos al análisis del Capítulo V, Régimen General para la Presentación de 
Servicios Postales. Concretamente, se determina la naturaleza jurídica de los servicios postales como 
servicio público nacional. 


En el artículo 18 se habla del régimen general de prestación de los servicios postales. 
Establece que los servicios públicos postales, salvo el SPU que se prestará en régimen de 
concurrencia, serán prestados en un régimen de competencia con el resto de los servicios postales. 


Por el artículo 19 se establecen las condiciones de prestación de los servicios postales, que 
serán reglamentadas por la Ursec. A este respecto, existe una propuesta que se nos hizo llegar, con la 
cual estamos de acuerdo. Consiste en incluir en este Capítulo los artículos 41 -que habla del acceso a 
la red postal de los operadores- y 42 -relativo a las tarifas de acceso a la red postal-, que están dentro 
del Capítulo “Operadores Privados”, numerándolos 21 y 22; por supuesto, se renumeraría el resto del 
articulado. Entendemos que este cambio es viable, porque los artículos 41 y 42 se ubican mejor en el 
Capítulo “Régimen General de Prestaciones” que en el de “Operadores Privados”. 


Volviendo a la numeración anterior, corresponde analizar el artículo 20. 


SEÑOR BORDABERRY.- Si me permiten, quisiera hacer una consulta con relación al artículo 17, que 
en el primer inciso establece “sin perjuicio de la concesión de su explotación a los particulares, 
regulando su ejercicio”. Cuando se habla de “concesión de la explotación, ¿quién otorga esa 
concesión? ¿Es el procedimiento de registro de prestadores? ¿Hay una resolución? Supongo que 
debe ser así, pero no está dicho a texto expreso. En realidad, se les da la facultad de explotación a los 
particulares por parte del Estado, pero después de eso se va directamente a crear el registro y no se 
dice quién es el que otorga la concesión. Pienso que será la URSEC, pero quisiera confirmarlo para 
aclarar este punto. 


SEÑOR JUBÍN.- Es correcto lo que plantea el señor Senador Bordaberry. La respuesta a ello es que 
primero hablamos del registro, luego de qué servicios van a prestar los operadores postales registrados 
y, finalmente, en el artículo 23, se establece el procedimiento de solicitud. Por supuesto, con 
posterioridad será debidamente reglamentado. En el artículo 23 se dice quién debe otorgar el permiso - 
que llamamos “licencia” en el artículo 24-, establecemos plazos y tipos de licencia en el 25, y el costo 
de la licencia en el 26. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, no quisiera saltear algunos artículos. En 
realidad, deberíamos continuar con el artículo 20. 


SEÑOR BORDABERRY.- De acuerdo, cuando analicemos el artículo 23 haré una propuesta de 
agregado. 


SEÑOR JUBÍN..- En el artículo 20 se crea el Registro General de Prestadores de Servicios Postales, 
que estará a cargo de la Ursec, con lo cual todo prestador de servicios postales -al hablar de prestador 
nos estamos refiriendo al operador designado, a los operadores privados y a las personas jurídicas 
habilitadas- deberá inscribirse en ese registro. Se deberá proporcionar información sobre los servicios 
que prestan, la cobertura, infraestructura, recursos humanos y materiales. La idea es que el mercado 
se formalice y se identifique, que cada prestador sea identificado y que el usuario, cuando vaya a 
solicitar un servicio a cualquiera de los prestadores, sepa con quién está tratando. 


El artículo 21 hace referencia a la clasificación de los servicios postales, que se van a 
clasificar en servicios incluidos en el SPU y servicios no incluidos en el SPU. 


En el artículo 22 se establecen los requisitos que hay que cumplir, entre los cuales ya 
habíamos adelantado la identificación, estar al día con las obligaciones tributarias, constituir domicilio 
válido, indicar la nómina de empleados, el tipo de servicio postal y el ámbito geográfico y abonar la 
solicitud de inscripción, cuyo costo será distinto al de la licencia. 


En el artículo 23 se determina que se debe hacer una solicitud por escrito ante la Ursec, con la 
correspondiente documentación, que tendrá carácter de declaración jurada e implicará aceptación sin 
reserva de esta norma. 


SEÑOR BORDABERRY.- Sugiero hacer un agregado al comienzo de este artículo. La primera parte de 
este artículo diría: “Artículo 23. Procedimiento de solicitud. La solicitud de concesión de explotación del 
servicio postal y de registro en el Registro General de Prestadores, deberá presentarse por escrito ante 
la Ursec”. Luego el artículo continuaría con la misma redacción. De esta manera se haría referencia a 
lo que debe hacer según lo que establece el artículo 20, como el 17. Me parece bueno aclarar esto 
porque, de lo contrario, queda la obligación en el registro y no se habla del acto más importante, que es 
la concesión de la explotación. Alguno podría pensar que esa concesión quizás la debe dar otra 
persona. 


SEÑOR JUBÍN.- Se toma la sugerencia. 


El artículo 24 establece la licencia y el plazo que tiene la Ursec para expedirse. Se plantea 
que la falta de respuesta de la Ursec se entenderá como una aceptación tácita. 


SEÑOR BORDABERRY.- Quisiera hacer una consulta. En la última parte del artículo 23 se dice: “La 
misma tendrá carácter de declaración jurada e implicará la aceptación sin reserva de esta norma”. Creo 
que, en la medida en que hay una norma, no se necesita que la acepten, porque las normas no se 
aceptan sino que se cumplen. Es decir, no entiendo mucho el sentido de esa expresión. 


SEÑOR JUBÍN.- Quizás el punto debería ir luego de “declaración jurada”. 


Entre los diferentes tipos de licencias que establece el artículo 25, encontramos la licencia 
local -dentro del departamento-, la nacional y la internacional. 


En el artículo 26 se determina que el costo de la licencia será de 10.000 Unidades Indexadas 
por año y se otorga a la Ursec la posibilidad de inscribir al solicitante en el Registro General de 
Empresas Prestadoras de Servicios Postales. 


El artículo 27 establece que la Ursec extenderá un certificado en el que constará el número de 
inscripción en el registro. 


SEÑOR BORDABERRY.- Disculpe la interrupción, pero es el momento de realizar preguntas. 


¿Por qué se habilita a la Ursec a inscribir al solicitante en el Registro General de Empresas 
Prestadoras de Servicios Postales? Supongo que luego de aprobado este proyecto de ley, cuando se 
realice un llamado público, se exigirá que quienes se presenten estén inscriptos en el Registro General 
de Empresas Prestadoras de Servicios Postales, y no creo que ello debiera ser una facultad de la 
Ursec. Me parece que en la medida en que la persona se registró, se le autorizó la concesión para 
explotar y pagó la licencia, no debe establecerse que la Ursec queda habilitada para registrarlo. Creo 
que, expresamente, debe integrar el Registro General de Empresas Prestadoras de Servicios Postales. 
No veo por qué se le da la habilitación; directamente debiéramos incluirlo en ese registro. 


SEÑOR JUBÍN..- Quizás el término “habilitar” no sea el correcto. 


Nuestro razonamiento fue el siguiente. Al presentarse la solicitud, se pagan las 500 Unidades 
Indexadas por la presentación de la solicitud, la Ursec la estudia y allí debe haber un acto 
administrativo de la Ursec que, en función del estudio de la documentación, habilite o no la licencia. 
Una vez notificado el operador de que se le habilitó la posibilidad de ingresar al Registro, pagará la 
licencia y recién ahí se podrá incluir en el Registro. 


Reitero que tal vez el término “habilitar” no sea el más feliz; lo estudiaremos y haremos las 
correcciones pertinentes. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Cuál es la diferencia entre el Registro de Empresas Prestadoras y el 
Registro General de Prestadores de Servicios? 


SEÑOR JUBÍN..- En principio, se trata de dos denominaciones sobre el mismo sujeto. El Registro es 
sobre las empresas prestadoras de servicios postales, es decir, operador designado, operadores 
privados y personas jurídicas habilitadas. 


SEÑOR BORDABERRY.- La sugerencia sería, entonces, determinar una sola denominación por parte 
de la Secretaría. 


SEÑOR JUBÍN..- Correcto. 


En este sentido -si bien no sirve de excusa- el equipo técnico manejó muchos proyectos y 
quizás se escaparon algunos detalles. 


En cuanto al artículo 28, quiero expresar que una de las dificultades que tuvo el Correo y 
posteriormente la Ursec es que muchas mensajerías -como se denominaban anteriormente- estaban 
asentadas en los hogares. De acuerdo a la Constitución de la República, no se puede ingresar al hogar 
por considerarse un sagrado inviolable, salvo con orden del juez competente y consentimiento del jefe 
del hogar. Por lo tanto, no se podía ingresar para inspeccionarlos ni controlarlos, argumentándose de 
que se trataba de un hogar. El literal A del artículo 28 pretende que se acredite el domicilio comercial. 
Es decir, evitar la posibilidad de que un operador privado pueda estar prestando sus servicios en un 
hogar. De esa forma, se evitaría que queden sin inspección y sin control. 


El literal B prevé la autorización a la Ursec para el acceso y supervisión. El literal C es la 
remisión a las actas de la UPU, con lo cual se reitera el cumplimiento de sus disposiciones. El literal D 
establece la garantía del secreto y la inviolabilidad. Y el literal F habla de la notificación. 


SEÑOR BORDABERRY.- Entiendo y comparto la finalidad del literal A, pero quizás uno, que anda 
mucho por campaña, ve que a veces la gente vive en el fondo y tiene la empresa adelante. Esto 
ocurría en las viejas agencias de la ONDA; yo les puedo decir que en el Pueblo Reyles, en Molles, 
adelante se atendían las encomiendas, etcétera, y la familia vivía atrás. 


Comprendo que si establecemos que los inspectores pueden entrar a ese lugar y los 
propietarios dicen que es una casa habitación, estaría vedado aun con la autorización del juez, pero 
tengo la duda de que tenga que disponerse de esta forma. No sé si no debería establecerse la 
obligación de que exista una parte del inmueble destinada exclusivamente a la prestación de los 
servicios, porque la realidad nos marca que en el interior la situación es muy distinta a la de la capital. 


Además, está la dificultad de cómo se acredita. Se me ocurre que hay que hacerlo con una 
declaración jurada, porque, de lo contrario, ¿cómo se acredita que un inmueble no es casa habitación? 
Si está arrendado, es posible ir al contrato de arrendamiento, donde está el objeto, pero ¿qué ocurre si 
no está arrendado? 


SEÑOR JUBÍN.- Por lo menos al grupo nos queda la satisfacción de que es compartible el criterio. 


En cuanto a la reglamentación, creemos que debe tomar en cuenta que, como vimos antes, 
al inicio la solicitud tiene que ser bajo declaración jurada, y podemos establecer que tiene que haber 
una separación -después veremos si física o de qué forma- entre el local comercial del operador y la 
vivienda. Podemos buscar otra redacción, pero creo que podemos dejar el tema para la 
reglamentación. 


SEÑOR BORDABERRY.- Sugeriría incluir la prohibición de instalarse en una casa habitación dentro 
del artículo 22. Creo que se podría establecer como un requisito de la inscripción que no se instale en 
un inmueble con destino a casa habitación. De todas formas, propongo estudiar más a fondo el 
concepto de inmueble con destino a casa habitación, porque obviamente hay una realidad en el interior 
del Uruguay: existen una gran cantidad de inmuebles destinados a casa habitación y a comercio. 


Quizás se podría exigir que no esté destinado exclusivamente a casa habitación. De esa 
forma, la parte de prestación de este servicio estaría fuera de la prohibición constitucional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero plantear una cuestión de procedimiento. Hay más de un miembro de la 
Comisión que debe retirarse en algunos minutos; por lo tanto, propongo terminar la consideración de 
este capítulo y continuar el miércoles próximo o cuando los convoquemos nuevamente. 


SEÑOR JUBÍN.- Quisiera saber si nosotros debemos enviar nuevamente estas correcciones a la 
Comisión. Hago esta consulta porque lo tengo claro respecto a la competencia privativa del Poder 
Ejecutivo en Consejo de Ministros en lo que tiene que ver con el impuesto, pero en cuanto a la 
redacción de todo lo demás, ¿nos corresponde a nosotros o a ustedes? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si nos envían la redacción nos facilitan enormemente el trabajo. En cuanto al 
otro tema, si el estudio legal determina que es un impuesto o una tasa, es clarísimo que debe venir un 
mensaje complementario firmado nuevamente por el Consejo de Ministros. 


SEÑOR JUBÍN.- El artículo 29 refiere a las prohibiciones de los Prestadores de Servicios Postales, ya 
sea operador designado, operadores privados o personas jurídicas habilitadas. Sugerimos que donde 
dice: “A. Recurrir a terceras personas”, se ponga: “A. Recurrir a terceras personas físicas ajenas a su 
personal para la conducción o distribución de los envíos admitidos”. Quiere decir que el operador 
designado puede contratar a quien quiera, pero no puede ser ajeno a su plantilla. Puede haber una 
relación laboral o de arrendamiento de servicios, pero siempre tiene que haber acreditada una relación 
entre quien presta el servicio y el Prestador del Servicio Postal. Por ejemplo, no podemos recibir una 
factura pública por el hijo, el hermano o cualquier otra persona que no esté relacionada con el 
organismo de la factura, salvo que haya una relación laboral o de arrendamiento del servicio. 


SEÑOR BORDABERRY.- Si subcontrata a otro Prestador de Servicio Postal, ¿puede hacerlo? 


SEÑOR JUBÍN.- Está habilitado; lo único que deberá hacer es dar noticia de ello a la Ursec. 


El literal B del artículo 29 establece que queda prohibido a los Prestadores de Servicios 
Postales “Utilizar para el cumplimiento de sus cometidos los servicios de otro Prestador de Servicios 
Postales sin haber alcanzado un acuerdo de partes, el cual deberá ser previamente comunicado a la 
URSEC”. 


Las infracciones son genéricas y refieren a toda acción u omisión en que se incurra. 


Las sanciones pueden ser discutibles, pero el equipo técnico entendió que podíamos 
comenzar por una observación, apercibimiento, multa, suspensión, etcétera. 


SEÑOR BORDABERRY.- Con respecto al artículo 29, cuando en el literal B se establece “sin haber 
alcanzado un acuerdo de partes”, ¿es entre los dos prestadores o entre el cliente y el prestador? 
Porque obviamente no va a poder utilizar los servicios de otro prestador si no llega a un acuerdo con él, 
o ¿existe esa posibilidad? 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Esto se complementa con el artículo 41, donde figura el acceso a la red postal 
de otros prestadores. Ahí está previsto el acuerdo de partes. 


SEÑOR LEZCANO.- El artículo 29 establece que queda prohibido a los Prestadores de Servicios 
Postales utilizar para el cumplimiento de sus cometidos los servicios de otro Prestador de Servicios 
Postales sin haber alcanzado un acuerdo de partes. Me parece que queda implícito en la redacción 
que es un acuerdo de partes entre los Prestadores. 


SEÑOR BORDABERRY.- No comprendo cómo puede utilizar el servicio de otro Prestador sin haber 
alcanzado un acuerdo. No entiendo cuál es ese supuesto. 


SEÑOR LEZCANO.- Es de práctica en el sector que prestadores de bajo volumen, cuando admiten 
correspondencia destinada a lugares que no tienen cobertura de su propia red, la impongan en la de 
otro que sí tiene cobertura, pero retirándole previamente la identificación de su empresa a fin de que la 
correspondencia circule como si fuese impuesta por un particular. 


Dado que en un artículo establecemos la obligación de compartir las redes y, en otro, el 
derecho del usuario a que todos los envíos circulen con identificación de los prestadores intervinientes, 
lo que hacemos aquí es prohibir la circulación de las piezas como si fueran de particulares, sin 
identificarse como prestadores. El prestador debe hacer circular las piezas identificadas y, por lo tanto, 
para imponerlas en la red de otro prestador debe alcanzar un acuerdo con éste para utilizarla. 


SEÑOR BORDABERRY.- En una primera lectura hice la siguiente interpretación y luego me generó 
dudas. Me pareció que se quería evitar que igual se cobre si la cobertura la tiene una empresa distinta 
de la mía, y después se mande a través de la Administración Nacional de Correos. Si fuera exacta mi 
apreciación, no sé si la redacción lo establece claramente; quizás debería redactarse un artículo 
expreso que describa la conducta hipotética que se quiere prohibir. 


SEÑOR GARÍN.- Debo aclarar que hubo una modificación en el orden de la normativa y los artículos 
41 y 42 se incluyeron dentro de los artículos 20 y 21. En esas normas se establece que todos los 
operadores postales estamos obligados a compartir las redes y en caso de que no se llegue a un 
acuerdo en el precio, lauda la Ursec. Quizás esta redacción del proyecto de ley no resulte clara, pero 
los artículos 20 y 21 refieren al tema de compartir redes y en esta norma establecemos que queda 
prohibido si no existe un acuerdo entre las partes. 


SEÑOR LEZCANO.- Con respecto a la consulta de si lo que queremos es disuadir la conducta 
ejemplificada por el señor Senador Bordaberry, quiero expresar que nuestra intención es formalizar 
esas prácticas de forma que el Estado tenga redes más eficientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás sea necesario revisar la redacción, pero queda clara la idea. 


Seguimos con la consideración del artículo 31, que refiere a las sanciones. 


SEÑOR JUBÍN.- Como dijimos, la tipificación de las sanciones va desde la observación hasta la 
revocación de la licencia. El artículo concluye dando naturaleza de título ejecutivo a las resoluciones 
firmes de la Ursec que impongan sanciones de carácter pecuniario. 


SEÑOR BORDABERRY.- Con respecto a esta norma, me gustaría saber si las sanciones se aplican 
por separado o pueden acumularse. 


SEÑOR JUBÍN.- No lo habíamos discutido, pero en mi opinión -no conozco la del resto del equipo-, 
luego de que se establecen pueden servir de antecedentes, pero no son acumulables. 


El último artículo de este capítulo, que es donde finalizaríamos hoy, refiere a las causales de 
pérdida de licencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es así; si bien soy el Presidente ad hoc, creo que sería bueno continuar con 
este tema lo antes posible. La Comisión tiene en su agenda recibir al Director Nacional de Industria 
para considerar el tema de la comercialización del cobre, pero después podríamos continuar con el 
estudio de este proyecto de ley. 


SEÑOR DE COLA.- Volviendo al artículo 31 y a la duda que surgió, allí se dice que Ursec aplicará “la” 
sanción correspondiente -en singular-, que sería una de estas. Creo que en función de lo que dice 
aquí, la sanción está pensada para cada caso: “se graduarán atendiendo a la naturaleza de los hechos 
comprobados y antecedentes, de acuerdo a lo siguiente”. Para el mismo acto no siempre se daría la 
misma sanción, que no es acumulable. 


SEÑOR BORDABERRY.- Establece que se aplicará la sanción correspondiente, pero después dice 
“las cuales se graduarán”. Para que haya concordancia debería decir “la que se graduará”. 
Humildemente, yo creo que sería mejor que fueran acumulables para determinados supuestos porque 
le daría otra versatilidad a la Administración, pero eso es algo que deberán resolver ustedes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Director Nacional de Telecomunicaciones 
y sus asesores. La Secretaría coordinará los horarios para la próxima reunión. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 18 y 12 minutos.) 
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